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León, Guanajuato, a 24 veinticuatro de abril del año 2009, dos mil nueve. . . . . . 
V I S T O para resolver el expediente número 051/2008-JN, que contiene las actuaciones del proceso administrativo promovido por el ciudadano J. REFUGIO FRAUSTO SOLIS, en contra del Tesorero Municipal, del Director de Catastro y del responsable que elaboró el avalúo, todos de León, Guanajuato; y, por ser este el momento procesal oportuno se resuelve, conforme a los siguientes resultandos y subsecuentes considerandos: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

C O N S I D E R A N D O :

SEGUNDO.- Que el actor impugna la notificación del resultado del avalúo y el avalúo del inmueble ubicado en calle independencia número 901, Colonia San Miguel de esta ciudad. La existencia del primer acto se acredita con la copia al carbón del oficio marcado con folio número 0519975, de fecha 1º primero de febrero del año 2008, dos mil ocho, sucrito por el Tesorero Municipal, en el que consta este acto fiscal combatido y con el reconocimiento que hacen las autoridades demandadas en su contestación; y, el segundo acto se demuestra con el original del avalúo de fecha primero de febrero del año 2008, dos mil ocho. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

TERCERO.- Que conforme a lo estipulado por el artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por tratarse de cuestiones de orden público, previamente al estudio del fondo, el Juzgador de oficio o a instancia de parte debe proceder al análisis de las causales de improcedencia previstas en este artículo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Las autoridades demandadas hacen valer la causal de improcedencia prevista en la fracción I del artículo 261 del Código de Procedimientos y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, en razón de que el documento que impugna no afecta el interés jurídico del actor, por no ser un acto definitivo, que toda vez que la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, en su artículo 176, le da al actor el derecho de audiencia dentro de la cual se puede realzar las consideraciones y aclaraciones que considere pertinentes y en su caso la modificación, revocación o sustitución en sede administrativa del acto impugnado. Causal que resulta INFUNDADA, en virtud de que el avalúo jurídicamente es el acto fiscal con el que termina el procedimiento de valuación, el que arroja el valor fiscal del inmueble, que viene a constituir la base gravable del impuesto predial, por tanto, es optativo para el particular realizar las aclaraciones que fija el citado artículo 176 en su segundo párrafo o agotar el juicio de nulidad; luego, al acarrear consecuencias jurídicas, en un dado caso, este acto fiscal, es susceptible o no de causar perjuicios jurídicos, por este motivo es apto de impugnarse a través del juicio de nulidad. . . . . . . . 

Así mismo, hacen valer la causal de improcedencia prevista en la fracción VII del artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, en relación con la fracción II y III del artículo 265 del mismo Ordenamiento Legal, en virtud de que el actor no señala sus motivos de inconformidad y no formula agravios propiamente dichos, además de que carece de todo fundamento jurídico y se refiere a otras autoridades diversas a las demandadas. Causal de improcedencia que resulta INFUNDADA, dado que de un análisis minucioso del escrito inicial de demanda de nulidad, se advierte que la parte actora satisface el requisito de expresar agravios, ya que aduce argumentaciones lógico-jurídicas tendentes a demostrar la ilegalidad del avalúo a debate, por no haberse llevado a cabo el procedimiento de valuación del inmueble descrito en supralíneas, manifestando además que fue ilegalmente notificado, indicando los artículos de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, que fueron violados en su perjuicio; en consecuencia, se cumple con el requisito exigido en la fracción VII del  referido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa. Ahora, si bien es cierto que en el escrito de demanda de nulidad se omitió señalar de manera expresa la leyenda “motivos de inconformidad”; y, también lo es que, en la especie, es un requisito innecesario para la procedencia de la demanda, pues en el lenguaje jurídico podemos entender la exposición de motivos de inconformidad como sinónimo de agravio o de concepto de impugnación, por esto, la omisión de ese término jurídico no trae consecuencias adversas a los intereses de la parte actora, por tal virtud, en esta causa resulta improcedente el sobreseimiento de la demanda, además de que del escrito de demanda de nulidad se advierte que si señala el acto y resolución que impugna, la fecha de notificación y las autoridades demandadas, luego entonces reúne los requisitos establecidos en el artículo 265 fracciones II y III del multicitado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa Municipal . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Ante la inoperancia de las causales de improcedencia aducidas por las autoridades demandadas y advirtiéndose de autos que no se actualiza ninguna otra de las previstas en el citado artículo 261, se procede al estudio de los conceptos de impugnación que hizo valer el actor en su escrito inicial de demanda. . . . . . . . . . . . . . . 

CUARTO.- Que en el tercer agravio el actor en esencia aduce que se incumple con la Ley de Hacienda para los Municipios, que establece que para la realización del avalúo deben de sujetarse a lo previsto en el artículo 177 de la Ley de Hacienda mismo que establece “En la practica  de los avalúos a que se refiere la fracción II del artículo 162 de esta Ley, los peritos deberán presentarse en hora y días hábiles y se identificaran con la documental correspondiente, en el inmueble que deba ser objeto de la valuación y mostrarán a los ocupantes la orden respectiva”, que esta formalidad nunca se respeto ya que no se realizó el avalúo conforme a dicho numeral, dejándolo en estado de indefensión. En tanto que la autoridad demandada en su escrito de contestación aduce que el actor solo se limita a manifestar que no se cumplió con lo establecido en la Ley de Hacienda para los Municipios, que no refiere exactamente cual es el agravio que le causa, por lo que dicho agravio debe desestimarse, en virtud de ser meras afirmaciones sin fundamento, pues no formula razonamientos o argumentos alguno tendiente a desvirtuar la legalidad de los actos que impugna. . . . . . 

Concepto de impugnación que resulta FUNDADO, en mérito de las razones lógicas y jurídicas siguientes: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En principio existe  la presunción de legalidad de que los peritos se presentaron personalmente en hora y día  hábil, en el inmueble ubicado en calle Independencia número 901 de la colonia San Miguel de esta ciudad y que estos se identificaron y en segundo lugar el justiciable niega que el perito se haya presentado en hora y día hábil y que se haya identificado; por tal virtud, esta negativa revierte la carga de la prueba a las autoridades demandadas para demostrar que el avalúo impugnado se practicó, con apego a las formalidades exigidas por el artículo 177 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, puesto que de esta negativa no se desprende afirmación alguna, por tanto, es inoperante el principio de que “el que niega esta obligado a probar cuando su negativa implica la afirmación de un hecho”, previsto en el artículo 40 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato. . . . . . 
Así las cosas, las autoridades demandadas con el fin de justificar los hechos de que el perito asistió al inmueble materia de la valuación en día y hora hábil y que se identificó ante el justiciable, aportó la documental pública consistente en el oficio que contiene la orden de valuación numero 00017-08, de fecha 30 treinta de enero del año 2008, dos mil ocho, sin embargo, este documento por si sólo no es la prueba idónea para probar que efectivamente se llevó a cabo la visita física al inmueble que nos ocupa en día y hora hábil, ni que el perito se haya identificado ante el justiciable, en virtud de que, a pesar de que consta la firma de recibido del ciudadano J. Refugio Frausto Solís y la descripción de la credencial de elector con la que se identificó, no se desprende  ningún otro acto, ya que jamás se indica la hora, el día, el mes, el año, ni el lugar en donde fue entregado dicho mandamiento escrito, además tampoco se advierte la  identificación del perito que practicó la visita de referencia. Siendo lo anterior así, es evidente que la autoridad fiscal demandada dejó de observar las formalidades exigidas por el artículo 177 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, toda vez que este numeral exige que los peritos se presenten en hora y día hábiles, que se identifiquen con la documentación correspondiente y  que muestren la orden de valuación. Al respecto resulta ilustrativo el criterio sustentado en la tesis de la Tercera Sala del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado de Guanajuato, visible a página 96 de la Obra denominada “Criterios 2000-2008, del mes de diciembre del año 2008, dos mil ocho, bajo el rubro siguiente: “DILIGENCIA DE AVALÚO DE INMUEBLES. DEBE CONSTAR EN ACTA SEPARADA DE LA ORDEN DEL MISMO.- Aunque efectivamente puede observarse una orden de avalúo que está firmada de recibido y un plano que presuntamente corresponde al del inmueble del actor, tales documentos no pueden probar que efectivamente se llevó a cabo dicha diligencia, toda vez que no consta que se haya realizado ningún otro acto, a saber: identificación de los peritos, exhibición de la orden respectiva a los ocupantes del inmueble, valuación separada para el terreno y para las construcciones, aplicando los valores unitarios del suelo y construcciones que establece anualmente la Ley de Ingresos para los Municipios del Estado, según lo disponen los artículos 176 y 177 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado, siendo insuficiente la existencia de un plano y el dicho de los testigos para que se compruebe la existencia de una diligencia de avalúo, misma que debe constar en un acta separada en la que se plasmen los anteriores datos, firmando los que han participado en ella, para crear una constancia legal de la misma, por lo que es procedente decretar la nulidad del acto impugnado. (Exp. 4.99/02. Sentencia de fecha 13  de mayo de 2002. Actor: José Jesús Juárez Gasca)”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
De este modo, óbice es que, el no haberse presentado el perito en día y hora hábil, así como el no haberse identificado ante los ocupantes del referido inmueble, constituye la omisión del elemento de validez previsto y exigido por la fracción VII del artículo 137 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, al haberse emitido el avalúo y las notificación de sus resultados, sin respetar las formalidades establecidas en el artículo 177 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, pues como se dijo en supralíneas el procedimiento de valuación del inmueble ubicado en calle Independencia número 901 de la colonia San Miguel de esta ciudad, no se llevó con apego a derecho; por tanto, se vulnera en perjuicio del ciudadano J. Refugio Frausto Solís,  el citado artículo 177; en tal virtud, con fundamento en los artículos 300, fracción II, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa del Estado y los Municipios de Guanajuato, es procedente declararse la nulidad lisa y llana del avaluó de fecha 1° primero de febrero del año 2008, dos mil ocho, practicado al inmueble ubicado en calle Independencia número 901 de la colonia San Miguel de esta ciudad. . . . . .  . . . . . . . . . 
De este modo, la ilegalidad del avalúo impugnado trae como consecuencia la nulidad de sus resultados, pues el acto fiscal señalado en primer término tiene el carácter de principal y el mencionado en segundo lugar de accesorio, por lo que también se encuentra afectado de nulidad. Al respecto, resulta ilustrativo el criterio sostenido por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Séptima Época, Apéndice de 1995, Tomo VI, Parte TCC, Tesis 565, Página 376, bajo el rubro siguiente: “ACTOS VICIADOS, FRUTOS DE.  Si un acto o diligencia de la autoridad está viciado y resulta inconstitucional, todos los actos derivados de él, o que se apoyen en él, o que en alguna forma estén condicionados por él, resultan también inconstitucionales por su origen, y los tribunales no deben darles valor legal, ya que de hacerlo, por una parte alentarían prácticas viciosas, cuyos frutos serían aprovechables por quienes las realizan y, por otra parte, los tribunales se harían en alguna forma partícipes de tal conducta irregular, al otorgar a tales actos valor legal”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

QUINTO.- Que habiendo resultado fundado el tercer concepto de impugnación por las razones expuestas en el considerando que antecede, es innecesario el estudio de los demás agravios esgrimidos por la parte actora en su escrito de demanda, toda vez que de resultar procedente alguno otro, en nada variaría el sentido de la presente resolución. Al respecto resulta ilustrativa la tesis sustentada por la Suprema Corte de Justicia de la nación, bajo el rubro siguiente: “CONCEPTOS DE VIOLACIÓN, ESTUDIO INNECESARIO DE LOS.- Si al examinar los conceptos de violación invocados en la demanda de amparo resulta fundado uno de estos y el mismo es suficiente para otorgar al peticionario de garantías la protección y el amparo de la justicia federal, resulta innecesario el estudio de los demás motivos de queja”. Tercera Sala, Séptima época, Volumen 157-162. Cuarta Parte, visible a página  32. . . . .  . . . . . 

Por lo expuesto y a demás con fundamento en los artículos 206, 206-A párrafo segundo y 216 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; 1 fracción II, 3 párrafo segundo, 287, 298, 299 y 300 fracciones II del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, se RESUELVE: 

SEGUNDO.- Se DECLARA LA NULIDAD LISA Y LLANA del avalúo urbano de fecha 1° primero de febrero del año 2008, dos mil ocho, practicado al inmueble ubicado en calle Independencia número 901 de la colonia San Miguel de esa ciudad y de la notificación del resultado del referido avalúo, por las consideraciones lógicas y jurídicas expresadas en el cuarto considerando de esta sentencia. . . . . . . . .  . . . . . . . . 
Notifíquese a las autoridades demandadas por oficio y a la parte actora personalmente en el domicilio señalado en autos para tal efecto. . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése  de baja en el Libro de Registros de este Juzgado. . . . . .  . . . . . . . . . 

Así lo resolvió y firma en 6 seis tantos, el LICENCIADO ELIVERIO GARCÍA MONZÓN, Juez Primero Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Acuerdos la LICENCIADA  MA. TERESA ALFÉREZ RODRÍGUEZ.- que da fe. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . 
